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En medio de la contienda presiden-
cial, una constante que ha emer-
gido en los programas económi-

cos es la promesa de realizar ajustes
fiscales. En mayor o menor medida,
todas las candidaturas plantean la nece-
sidad de reducir el gasto público. Algu-
nas incluso proponen recortes inéditos y
de gran envergadura. 
El debate se ha centrado casi exclusiva-
mente en si estos ajustes son viables
desde un punto de vista contable y
técnico. Pero una pieza del puzle está
sorprendentemente ausente de la discu-
sión: ¿cuál será el impacto de estos
recortes sobre el bienestar de la pobla-
ción?
Desde el diseño y evaluación de políticas
públicas, esta omisión es preocupante.
La evidencia empírica disponible muestra
que los ajustes fiscales, especialmente
cuando implican recortes abruptos del
gasto, tienden a tener efectos negativos
sobre la calidad de vida de las personas.
En el corto plazo, se reduce el consumo
y la actividad productiva; en el largo
plazo, están documentados efectos
negativos sobre empleo, desigualdad e
ingresos de los hogares.
Por supuesto, el equilibrio fiscal importa.
A gastos permanentes deben correspon-
der ingresos permanentes y mantener
una senda de deuda sostenible es clave
para preservar la estabilidad macroeco-
nómica. Pero reducir el análisis del ajuste
fiscal a un ejercicio de trucos contables
es, a lo menos, insuficiente. 
Entonces, ¿qué se espera de las candi-
daturas? Que expliquen cómo proyectan
que el ajuste se traduzca en mejoras
reales en la calidad de vida de los chile-
nos. Una hoja de ruta razonable podría
comenzar por responder lo siguiente:
¿cuáles son los impactos negativos
esperados a partir del ajuste? ¿Con qué
medidas de compensación se pretende
mitigar dichos impactos? ¿En qué plazos
se proyecta que los beneficios del ajuste
superen sus costos? ¿Sobre cuáles
medidas de resultado se evaluarán los
efectos?
Elaborar siquiera un bosquejo de res-
puesta a estas preguntas —con metas
claras y medibles— es esencial para el
diseño de políticas públicas que puedan
evaluarse. Solo así la ciudadanía podrá
juzgar, ex post, el desempeño de quienes
hoy aspiran a gobernar. ¿Será mucho
pedir?

Ajuste fiscal y
bienestar social: la
pregunta que faltaA dos semanas de la elección, las

candidaturas de Kast, Kaiser y
Matthei pasan holgadamente el

50%. Se trata de un momento único para la
derecha chilena, fruto en gran medida del
juicio ciudadano sobre los cuatro últimos
años de gobierno. Coincide, adicional-
mente, con un clima mundial que en mu-
chos países ha castigado a la izquierda.

Como mostraba ayer un reportaje de
El País, también en España ese giro es lla-
mativo, y especialmente en la juventud: los
menores de 30 se declaran hoy más con-
servadores que el resto de los españoles.

Algunas de las explicaciones para es-
te fenómeno pueden ser tranquilizadoras
para la izquierda. Si se trata de un voto re-
activo, por el que gobiernos de un signo
político son favorecidos para castigar a los
del contrario, simplemente es cosa de pa-
sar por unos años el segundo plano, y es-
perar que la marea se dé vuelta. 

La realidad es más preocupante, en
cambio, si se trata de una reacción contra

algo más hondo que solo un gobierno
puntual. Si la rebeldía de hoy es contra
una agenda progresista agresivamente
empujada por décadas, los años fuera del
poder puede que sean harto más largos.
Con seguridad hay algo de verdad en las
dos explicaciones.

Como fuere, el hecho es que en mu-
chas dimensiones esa
agenda progresista se so-
bregiró, y ahora toca el
turno de la respuesta.
Por lo mismo, hoy no so-
lo los votos están en la
derecha, sino también la
acción: ahí hay diversi-
dad de diagnósticos y
proyectos, ahí hay dispu-
tas intelectuales, ahí hay
una pregunta abierta
respecto de si se impon-
drá alguno de los proyectos o habrá al-
guien —como Meloni en Italia— capaz
de unirlos en una combinación virtuosa. 

Para la derecha, todo esto obviamente
significa una responsabilidad inaudita. En
el caso chileno, tal vez el único punto de
comparación es la responsabilidad que en
su momento recayó sobre los hombros de

la Concertación. La gran pregunta, ob-
viamente, es si acaso tras la elección se
verá emerger esa responsabilidad, de la
que poco se ve en tiempos de campaña.

En el caso de la izquierda, también
hay una tarea que de momento parece
quedarle grande. Ante esa multitud de
derechas, evidentemente quiere denun-

ciar lo que en ellas hay
de patológico. Esa es,
qué duda cabe, parte de
su tarea. La cuestión, sin
embargo, es si acaso, su-
perado el momento del
shock y el escándalo, se-
rá capaz de elaborar ca-
tegorías suficientemen-
te finas —algo más que
la “ultraderecha”— co-
mo para hacer esa críti-
ca de un modo que no

bloquee su propio autoexamen.
Después de todo, la situación actual

se debe en gran parte a que la izquierda
ha tratado toda orientación conserva-
dora como ilegítima. ¿Será capaz de ela-
borar una crítica de las nuevas y viejas
derechas que no perpetúe esa tara que
la ha conducido a su ceguera actual?

La acción está en la derecha

Manfred Svensson 

“¿Será la izquierda
capaz de elaborar
una crítica de las
nuevas y viejas
derechas que no
perpetúe esa tara
que la ha
conducido a su
ceguera actual?”.

El más reciente debate presidencial
tuvo un énfasis claro en materia de
seguridad: promesas punitivas, es-

lóganes efectistas y soluciones de alto im-
pacto simbólico, pero de baja efectividad.
Este tipo de discurso no solo es simplista,
sino también riesgoso para las libertades y
la democracia. Aunque se mencionaron
algunas medidas valiosas, la conversa-
ción terminó siendo una retahíla de rece-
tas cortoplacistas y, a ratos, absurdas.

De lo bueno, poco, lamentablemente.
La recuperación de barrios como política
urbana integral; una fugaz mención a la
rehabilitación; la prevención temprana
que interviene antes de la comisión del
delito; la atención al abandono escolar, y,
crucialmente, la persecución de la ruta
del dinero del crimen organizado. 

Lo malo. Se reiteró la idea de las ex-
pulsiones masivas de migrantes y de la
restricción de los beneficios sociales para
ellos y sus hijos. Son medidas que crimi-
nalizan la pobreza, vulneran el principio
de no discriminación y socavan la cohe-

sión social, condiciones ideales para
que florezca el crimen organizado. 

Está ampliamente documentado
que no es la migración la que produce
delito, sino la exclusión e informalidad,
lo que facilita el reclutamiento por parte
de redes delictivas. Expulsar indiscrimi-
nadamente o negar derechos sociales
no previene, sino que desplaza y multi-
plica la violencia, preca-
rizando a las comunida-
des. Insistir en más cár-
celes, penas más duras,
registros de “vándalos” o
barcos-cárceles ignora la
complejidad y las garan-
tías del sistema penal.

L a s e x p e r i e n c i a s
comparadas muestran
que la expansión del en-
carcelamiento masivo
no reduce la criminali-
dad, sino que erosiona la confianza ins-
titucional, amplifica la desigualdad y
multiplica la reincidencia. 

Lo debatible. La presencia de mili-
tares en la frontera o en zonas de alta
criminalidad puede parecer razonable
en situaciones excepcionales, siempre
que existan mandatos acotados, un

control civil robusto y reglas claras y au-
ditables para el uso de la fuerza. Fuera
de esos límites, la práctica mueve al país
hacia lanormalización de la militariza-
ción y la lógica del estado de excepción
permanente.

El saldo del debate en materia de
seguridad es preocupante: reforzó una
visión de seguridad centrada en el

“enemigo interno” y no
en la protección de los
derechos. Las buenas
ideas quedaron eclip-
sadas por la competen-
cia por la mano dura.
La mala noticia es que,
si descontamos las ide-
as malas, prácticamen-
te no existen progra-
mas de seguridad se-
rios y basados en la evi-
dencia.

Si Chile quiere una seguridad dura-
dera, en vez de prometer medidas y es-
lóganes ineficaces, debe apostar por la
inclusión y la cohesión social —escuela,
barrio, trabajo, salud mental— y por
una persecución inteligente que, entre
otras cosas, siga la ruta del dinero del
delito. 

Los presidenciables y la seguridad
Pablo Carvacho 
Director Laboratorio UC
Seguridad y Justicia

“El saldo del
debate en materia
de seguridad es
preocupante: las
buenas ideas
quedaron
eclipsadas por la
competencia por la
mano dura”.
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